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Colombia 

Ley 2215 de 2022 

ARTÍCULO 1°. OBJETO. La presente Ley tiene como objeto la implementación en el territorio 

nacional de las Casas de Refugio, como medida de protección y atención integral de acuerdo a 

lo estipulado en el capítulo V y VI de la Ley 1257 de 2008 en aras de proteger a las mujeres 

víctimas de violencia en todas sus formas y tipos, a sus hijos e hijas y personas dependientes si 

los tienen. 

ARTÍCULO 2°. DEFINICIÓN. Las Casas de Refugio son sitios de acogida temporales, dignos, 

gratuitos y seguros, en los que se ofrece el alojamiento, la alimentación y vestimenta, para la 

protección y atención integral de las mujeres que son víctimas de los diferentes tipos y formas 

de violencia, sus hijos e hijas y personas dependientes si los tienen. En donde se realizan 

asesorías y asistencias técnicas- legales para asegurar el acceso a la justicia, el acompañamiento 

psicosocial y psicopedagógico, la orientación ocupacional Y/o educacional, la empleabilidad, el 

emprendimiento y el apoyo de fe; cuando así sea solicitado constituyéndose en el escenario 

principal para garantizar la seguridad, la interrupción del ciclo de la violencia, la reconstrucción 

de los proyectos de vida, autonomía y empoderamiento de las mujeres víctimas de la violencia.  

Parágrafo. El Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio del Trabajo y en articulación con las 

entidades territoriales a partir de la promulgación de la presente ley crearán una ruta de 

empleabilidad, emprendimiento y formalización, conforme a lo estipulado en el presente 

artículo, para las mujeres víctimas de la violencia intrafamiliar y mujeres víctimas de violencias 

basadas en género. Esta ruta deberá contener como mínimo, capacitación, oportunidad e 

incentivos para las empresas privadas que las contraten. Para este efecto, tendrán un plazo de 

un año para la reglamentación de lo dispuesto en este parágrafo, vencido este término 

presentarán al congreso un informe sobre los avances y resultados de la implementación de 

dicha ruta.  

 

ARTÍCULO 3°. PRINCIPIOS DE LA LEY. La interpretación y aplicación de esta Ley se hará de 

conformidad con los siguientes principios:  

1. Igualdad real y efectiva. Corresponde al Estado diseñar, implementar y evaluar políticas 

públicas para lograr el acceso de las mujeres a los servicios y el cumplimiento real de sus 

derechos. 

2. Principio de corresponsabilidad. La sociedad y la Familia son responsables de respetar los 

derechos de las mujeres y de contribuir a la eliminación de la violencia contra ellas. El Estado es 

responsable .. de prevenir, investigar y sancionar toda forma de violencia contra las mujeres.  

3. Integralidad. La atención a las mujeres víctimas de violencia comprenderá información, 

prevención, orientación, protección, sanción, reparación y estabilización.  

4. Autonomía. El Estado reconoce y protege la independencia de las mujeres para tomar sus 

propias decisiones sin interferencias indebidas.  

5. Coordinación. Todas las entidades que tengan dentro de sus funciones la atención a las 

mujeres víctimas de violencia deberán ejercer acciones coordinadas y articuladas con el fin de 

brindarles una atención integral.  
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6. No discriminación. Todas las mujeres sin importar sus circunstancias personales, sociales o 

económicas, tales como edad, etnia, orientación sexual, procedencia rural o urbana, 

nacionalidad, religión, identidad de género, entre otras, tendrán garantizados los derechos 

establecidos en esta Ley.  

7. Atención diferenciada. El Estado garantizará la atención a las necesidades y circunstancias 

específicas de colectivos de mujeres especialmente vulnerables o en riesgo, de tal manera que 

se asegure su acceso efectivo a los derechos consagrados en la presente Ley.  

8. Progresividad. Es deber del Estado adoptar las medidas administrativas y presupuestales 

necesarias para el aumento progresivo y constante del cumplimiento eficiente de los derechos 

de las mujeres víctimas de violencia.  

9. Confidencialidad. Se garantizará el respeto del derecho a la intimidad y reserva de la 

información referente a violencia contra la mujer o contra sus hijos (as), sin su consentimiento. 

 

ARTÍCULO 4°. DEFINICIÓN DE VIOLENCIA CONTRA L.A MUJER. Por violencia contra la mujer se 

entiende cualquier acción. u omisión, que le cause muerte, sufrimiento o daño físico, sexual, 

psicológico, económico o patrimonial por su condición de mujer, así como las amenazas ele tales 

actos, la coacción o la· privación arbitraria de la libertad, bien sea que se presente en el ámbito 

público o en el privado.  

 

ARTÍCULO 5°. ENFOQUE. La formulación, implementación y evaluación, de las Casas de Refugio 

estará a cargo del Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Salud y Protección Social, el 

gobierno departamental y de las entidades territoriales, teniendo en cuenta los principios y 

procedimientos establecidos en la presente Ley, y las condiciones específicas y diferenciales de 

cada entidad. Dicha implementación estará sustentada en los enfoques de género, étnico, 

inclusión social, territorial, psicosocial y diferencial. Lo anterior sin perjuicio de las obligaciones 

establecidas en el artículo 19 de la ley 1257 de 2008 .  

 

Parágrafo El Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Salud y Protección Social y en 

coordinación con la Consejería Presidencial para la Equidad de la mujer reglamentará, 

dictaminará lineamientos y prestará la asistencia técnica y orientación pertinente a las entidades 

territoriales,' sustentado en los enfoques de género, inclusión social, derechos e interseccional. 


